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RESUMEN EJECUTIVO

Este informe presenta los resultados del análisis de la acción coordinada sobre la aplicación del 
derecho  de  supresión  (art.  17  RGPD)  en  el  sector  público  andaluz,  impulsada  por  el  Comité 
Europeo de Protección de Datos (CEPD) y ejecutada por el Consejo de Transparencia y Protección 
de Datos de Andalucía (Consejo). La evidencia se basa en 44 cuestionarios respondidos por DPD 
de  entidades  del  ámbito  autonómico  y  local,  universidades  y  administración  institucional.  El 
análisis  se  ha  estructurado  principalmente  en  cuatro  áreas  clave:  el  flujo  de  trabajo,  las 
condiciones y  excepciones,  la  comunicación con los  interesados y  los  aspectos técnicos de la 
supresión.

Un primer hallazgo contextual es que el volumen de solicitudes de supresión gestionado por la  
mayoría de las entidades es muy bajo o inexistente. Este patrón, que puede obedecer a múltiples 
factores —desde una menor visibilidad del derecho hasta la prevalencia de bases jurídicas en el 
sector público que limitan su ejercicio—, es clave para comprender la falta de experiencia práctica  
en la gestión de los supuestos más complejos. Por otra parte, la inmensa mayoría de las entidades 
acepta la totalidad de las solicitudes recibidas.

Pese a ello, el análisis muestra un nivel de cumplimiento formal generalizado y la existencia de 
notables buenas prácticas. Destacan los procedimientos de verificación que combinan la consulta 
al Registro de Actividades de Tratamiento y la referencia a la normativa sectorial de aplicación, 
culminando en una resolución motivada. En el ámbito de la comunicación, son un modelo a seguir 
las  entidades  que  articulan  un  itinerario  claro  para  la  ciudadanía,  con  información  accesible,  
formularios guiados en Sede Electrónica y acuses de recibo sistemáticos. Técnicamente, la práctica 
más avanzada es la adopción de políticas de borrado seguro integrales, diferenciadas por soporte 
y orientadas a la irreversibilidad, con protocolos claros incluso para el ciclo de vida de las copias de 
seguridad.

No obstante, se han identificado retos estructurales que evidencian un importante margen de 
mejora  para  alcanzar  una  madurez  operativa  plena.  El  desafío  más  importante  reside  en  la 
ejecución  técnica,  ya  que  un  37  %  de  las  entidades  no  extiende  el  borrado  a  las  copias  de  
seguridad, lo que resulta en una supresión incompleta. A esto se suma una confusión conceptual 
entre anonimización y seudonimización y una aparente falta de alineación formal con el Esquema 
Nacional de Seguridad (ENS). Jurídicamente, se ha observado una interpretación errónea de la 
obligación de notificar la supresión de los datos a terceros destinatarios (art.  19).  También ha 
podido comprobarse una falta de formación específica del personal y una dependencia excesiva 
de la "obligación legal" como excepción, en ocasiones sin el soporte de políticas de conservación 
de datos suficientemente maduras.
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En síntesis, el sector público andaluz ha establecido unos cimientos sólidos para la gestión del  
derecho de supresión. El principal desafío reside ahora en realizar un salto cualitativo desde una 
cultura de cumplimiento formal hacia una de gobernanza efectiva del dato. Para ello, las entidades 
demandan un apoyo tangible en forma de guías prácticas, modelos de resolución adaptados al  
sector público y herramientas que faciliten la localización de datos y la trazabilidad del proceso. 
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A) Introducción

A  comienzos  de  este  año  el  Consejo  de  Transparencia  y  Protección  de  Datos  de  Andalucía 
(Consejo) se sumó a la acción europea coordinada para conocer cómo aplican las organizaciones 
el derecho de supresión que ejercitan los ciudadanos, actuación impulsada por el Comité Europeo 
de Protección de Datos (CEPD). Con este, son ya tres años consecutivos en los que el Consejo 
participa en estas iniciativas impulsadas a nivel europeo por el CEPD.

Esta acción tiene la finalidad de conocer tanto las mejores prácticas como las problemáticas más 
destacadas a las que se enfrentan los responsables, relacionadas con la atención al ejercicio del 
derecho de supresión recogido en el artículo 17 RGPD.

Este análisis se ha llevado a cabo a través de un cuestionario elaborado por el CEPD y que fue 
enviado a los delegados y delegadas de protección de datos (DPD) incluidos en la lista actualizada 
que mantiene el Consejo al ser designados por los responsables del tratamiento pertenecientes a 
la  Administración autonómica y  local,  así  como a las  Universidades Públicas de Andalucía.  La 
cumplimentación del cuestionario fue voluntaria, agradeciéndose expresamente la colaboración y 
el tiempo dedicado por los 44 DPD que procedieron a la misma.

El Comité seleccionó esta temática debido a que se trata de uno de los derechos del RGPD que los 
ciudadanos más ejercitan ante los responsables del tratamiento y, a la vez, del que las autoridades 
de protección de datos reciben con más frecuencia reclamaciones de la ciudadanía.

B) Contexto y metodología

1. Contexto: Derecho de supresión en el RGPD

El artículo 17 RGPD reconoce a la persona interesada el  derecho a obtener la supresión de sus 
datos  personales y,  en  paralelo,  impone  al  responsable  la  obligación  de  suprimirlos cuando 
concurra alguno de los supuestos contemplados en el propio precepto. No se trata de un derecho 
absoluto:  su  ejercicio  exige  verificar  causas  específicas  y,  en  su  caso,  ponderar  excepciones 
igualmente tasadas. Se debe contemplar, por tanto, un doble plano: (i) un  derecho subjetivo de 
supresión (art.  17.1) y (ii)  un  deber autónomo del responsable de borrar los datos personales 
cuando proceda, incluso sin petición previa, en aplicación de los principios de licitud, minimización 
y limitación del plazo de conservación (art. 5.1), interpretación reforzada por el Tribunal de Justicia 
de la UE (ver Sentencia de 14/03/2024 ECLI:EU:C:2024:239, C-46/23 - Újpesti Polgármesteri Hivatal). 
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El  artículo  17.1 enumera  los  motivos  de  supresión:  datos  que  ya  no  son  necesarios  para  la 
finalidad  para  la  que  fueron  recogidos;  retirada  del  consentimiento sin  que  exista  otra  base 
jurídica para el tratamiento; ejercicio del derecho de oposición estimado conforme al artículo 21 
RGPD; tratamiento ilícito; cumplimiento de una obligación legal; y datos recabados en el contexto 
de  servicios  de  la  sociedad  de  la  información  de  menores.  La  supresión  ha  de  ser  efectiva, 
alcanzando datos en sistemas en producción y  copias de seguridad, pudiendo lograrse, cuando 
proceda, mediante la anonimización; todo ello con sujeción a los requisitos estipulados en artículo 
12 RGPD (p. ej., un mes para responder). 

El artículo 17.2 desarrolla el llamado “derecho al olvido” cuando los datos se hicieron públicos por 
el responsable. En su virtud éste deberá adoptar medidas razonables —incluidas medidas técnicas
—, para informar a otros responsables que estén tratando tales datos de la solicitud de supresión 
de enlaces, copias o réplicas. Esta obligación se distingue de la notificación del artículo 19 RGPD y 
no crea por sí misma un deber automático de borrado para los otros responsables de manera que 
éstos sólo deberán suprimir si concurre, respecto de ellos, algún motivo del artículo 17.1. 

Finalmente,  el  artículo  17.3 establece  excepciones  tasadas que  limitan  el  derecho  y  la 
correspondiente obligación de borrar: el  ejercicio de la libertad de expresión e información; el 
cumplimiento de obligaciones  legales o  el  desempeño de  tareas  de interés  público/autoridad 
oficial  (art.  6.1.c  y  e  RGPD);  razones  de  salud  pública;  fines  de  archivo  en  interés  público, 
investigación científica o histórica y estadísticos (art. 89.1 RGPD) cuando el borrado imposibilite o 
dificulte gravemente el logro o los objetivos del tratamiento; y la formulación, ejercicio o defensa 
de  reclamaciones.  Son  excepciones  de  necesidad  estricta  del  tratamiento cuya  aplicabilidad 
corresponde al responsable demostrar caso por caso. 

En suma, el artículo 17 articula un mecanismo de tutela que combina el derecho de la persona y el 
deber  proactivo del  responsable,  con un  ámbito  reforzado cuando los  datos  se  hayan hecho 
públicos (art. 17.2) y un catálogo cerrado de límites (art. 17.3). Su aplicación práctica exige políticas 
de retención y borrado, controles sobre copias y backups, y procedimientos claros para facilitar el 
ejercicio del  derecho (art.  12 RGPD),  evitando tanto el  automatismo en su concesión como la 
inercia de mantener los datos indefinidamente.

2. Metodología de análisis

El  presente informe es el  resultado del  análisis  de las 44 respuestas recibidas al  cuestionario 
distribuido entre los responsables del tratamiento del sector público de Andalucía. 

El cuestionario consta de 101 preguntas y se estructura en los siguientes bloques temáticos:
• Información sobre el responsable del tratamiento.
• Asuntos sustantivos relativos al nivel de cumplimiento:
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◦ flujo de trabajo (workflow) interno de las entidades

◦ aplicación de las condiciones para el ejercicio del derecho de supresión y excepciones

◦ comunicación con los interesados (canales y calidad)

◦ aspectos técnicos relativos a la materialización de la supresión
• Varios.

El análisis de las respuestas se ha desarrollado en dos fases consecutivas:

1.  Fase de análisis  sistemático de las  preguntas: En  una primera etapa,  se  procedió  a  un 
análisis pormenorizado de cada una de las preguntas del cuestionario. Para cada pregunta, el 
análisis se centró en obtener resultados estadísticos e identificar el patrón de respuesta que revela 
la  tendencia  mayoritaria;  posibles  buenas  prácticas  tanto  por  facilitar  el  cumplimiento  de  la 
normativa  como  por  su  potencial  para  ser  replicada  en  otras  entidades;  y  los  desafíos  o 
problemáticas más relevantes, identificados por su impacto en la correcta gestión del derecho.

2. Fase de síntesis temática y redacción del informe: Posteriormente, los hallazgos granulares 
de la primera fase fueron consolidados y estructurados para dar cuerpo a los principales capítulos 
de este informe. Adoptando un modelo análogo al de los informes del CEPD de años anteriores,  
los resultados se han organizado en dos grandes apartados para cada bloque temático: "Nivel de 
cumplimiento y mejores prácticas" y "Principales retos identificados".

C) Perfil de los responsables participantes y alcance de los 
tratamientos

1. Muestra y tipología institucional

El  cuestionario fue respondido por 44 responsables del  tratamiento,  todos dentro del  ámbito 
competencial del CTPDA. La muestra se distribuye en 26 pertenecientes a la Administración Local,  
4 a Universidades, 4 a Agencias Administrativas de ámbito autonómico y 10 a “otros” (incluyendo 
entidades de la Administración Institucional).

La mayoría de tratamientos que realizan estas entidades afectan a la ciudadanía en su relación 
con la Administración, con menciones adicionales a empleados públicos, estudiantes y personal 
docente, y visitantes. 11 responsables declaran tratar datos de menores y 19 de otros colectivos 
vulnerables (p. ej., personas mayores, solicitantes de asilo, personas con discapacidad). En cuanto 
a la población alcanzada por las actividades de tratamiento, los responsables se sitúan en los 
siguientes  rangos:  7  (<1.000  personas);  14  (1.000–10.000);  12  (10.000–100.000);  5  (100.000–
500.000); 2 (500.000–1.000.000); 4 (>1.000.000) (Véase Figura 1).
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Figura 1. Población alcanzada por los tratamientos 

En cuanto a los tipos de datos personales tratados, predominan los datos de identificación (42 
responsables; 95,5 %) y de contacto (41; 93,2 %), seguidos de datos de pago (30; 68,2 %). Además  
22 responsables (50,0 %) tratan categorías especiales (art. 9 RGPD) —de los cuales 11 refieren 
explícitamente datos de salud—; 6 tratan datos de marketing/comercialización (13,6 %); 1 declara 
datos del art. 10 RGPD (datos personales relativos a condenas e infracciones penales); y 3 marcan 
“otros”  (p.  ej.,  datos académicos/educativos,  “ingresos familiares”,  registro de demandantes de 
vivienda). (Véase Figura 2)

Figura 2. Tipos de datos personales tratados.
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2. Solicitudes de ejercicio del derecho de supresión recibidas (2022–2024)

Cabe destacar que el volumen de solicitudes de supresión recibidas reportado es bajo o muy bajo 
en  la  mayoría  de  entidades.  Este  hecho  puede  responder  a  factores  concurrentes:  baja 
demanda/conciencia del derecho por parte de la ciudadanía, canales de ejercicio poco visibles, o 
prevalencia  de  bases  legales  y  excepciones  del  art.  17.3  RGPD  en  el  sector  público  (p.  ej.,  
obligación legal o misión de interés público).

En concreto, la distribución por tramos muestra, para 2022: 21 responsables con 0 solicitudes; 4 
con 1–10; 1 con 11–50; 1 con 101–500. Para 2023: 21 con 0; 7 con 1–10; 1 con 101–500. Para 2024:  
23 con 0; 16 con 1–10; 1 con 11–50; 1 con 101–500. 

En conjunto, 21 responsables indican no haber recibido ninguna solicitud entre 2022 y 2024, y 3 
no aportan datos. (Véase Figura 3).

Figura 3. Solicitudes de supresión recibidas por tramo y año. 

Esta baja frecuencia de solicitudes es un factor determinante que ayuda a contextualizar muchos 
de los retos identificados en los siguientes capítulos, especialmente en lo relativo a la experiencia 
práctica en la gestión de supuestos complejos. 

Por otra parte, la gran mayoría (86%) de las entidades que recibieron solicitudes las aceptaron 
todas, siendo solo dos las entidades con una tasa de rechazo superior al 50% de las peticiones. El  
sistema muestra un funcionamiento adecuado en términos de cumplimiento, aunque con bajo 
uso en términos de ejercicio del derecho.
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D) Mejores prácticas y principales retos identificados

1. Flujo  de  trabajo  (workflow)  en  la  gestión  del  derecho  de  supresión: 
gobernanza y la capacidad operativa

La existencia de un flujo de trabajo bien definido permite a los responsables del  tratamiento 
gestionar  las  solicitudes de ejercicio  del  derecho de supresión de manera eficaz,  coherente y 
conforme  a  la  normativa.  Este  bloque  estudia  los  procedimientos,  la  asignación  de 
responsabilidades,  la  capacitación  del  personal  involucrado y  los  mecanismos de  control  que 
conforman el workflow en la gestión de este derecho.

Los  resultados  muestran  una  notable  heterogeneidad.  Coexisten  entidades  con  marcos  de 
gobernanza muy estructurados y  procesos optimizados,  junto con un número significativo de 
entidades que operan de manera más informal y reactiva. 

Nivel de cumplimiento y mejores prácticas

La buena práctica más relevante de este bloque es la adopción de un procedimiento formalizado,  
liderado por  el  Delegado de Protección de Datos  (DPD)  (reportado por  más del  85  % de las  
respuestas)  y sometido a un ciclo de revisión continua. Las  entidades más avanzadas en este 
sentido han documentado y formalizado en un procedimiento aprobado su flujo de trabajo y lo  
actualizan periódicamente,  a menudo anualmente.  En este modelo,  el  DPD actúa como figura 
central que supervisa y coordina activamente cada fase de la solicitud, desde la recepción hasta el  
final de la misma, asegurando la coherencia jurídica de la respuesta y el  cumplimiento de los 
plazos.

En  el  ámbito  de  la  capacitación,  destaca  la  integración  de  la  formación  sobre  la  gestión  de  
derechos en los planes de formación obligatorios y periódicos para todo el personal. Este enfoque 
va más allá de las acciones formativas puntuales, asegurando un conocimiento básico en toda la 
entidad y especializando a los equipos directamente implicados en la tramitación, en particular 
para el caso del artículo 17 RGPD, las causas del 17.1, los límites del 17.3 y las diferencias entre el  
17.2 y el 19.

La consolidación del DPD como figura central del flujo de trabajo es, sin duda, muy positivo. Sin 
embargo, el análisis conjunto de las datos de este bloque indica que su eficacia está condicionada 
por la madurez del marco de gobernanza en el que opera. Un DPD, por muy diligente que sea,  
encontrará serias limitaciones para garantizar una adecuada gestión del ejercicio del derecho de 
supresión si no puede apoyarse en un procedimiento documentado y revisado periódicamente, o 
si el personal al que debe coordinar carece de la formación específica necesaria para identificar y 
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canalizar  correctamente  las  solicitudes.  Con carácter  general,  esto  pone de manifiesto  que la 
efectividad del rol del DPD no depende únicamente de sus habilidades y actitudes personales, 
sino del compromiso de la entidad y en particular de su dirección por impulsar una verdadera 
cultura de cumplimiento en materia de protección de datos. 

Desde el  punto de vista operativo, merece destacarse la definición de objetivos de tiempo de 
respuesta  significativamente  más  cortos  que  el  máximo  legal  por  parte  de  muchas  de  las 
entidades, situándose en plazos de resolución de una o dos semanas siendo indicativo de unos 
procesos internos optimizados.

Finalmente, en cuanto a la supervisión del procedimiento, la práctica más robusta identificada 
entre las respuestas es el uso de sistemas de control verificables, como aplicaciones de gestión de 
expedientes o de ticketing, que permiten una trazabilidad completa de cada solicitud, garantizando 
un seguimiento objetivo de las actuaciones y los plazos.

Principales retos identificados

En este bloque se han identificado los siguientes desafíos estructurales y operativos que requieren 
atención para asegurar un nivel de cumplimiento homogéneo y robusto en todo el sector.

Ausencia de un marco de gobernanza formal y actualizado

El reto más extendido es la debilidad del marco de gobernanza que debe sustentar el flujo de 
trabajo. Esto se manifiesta en tres áreas clave:

• Falta de procedimientos documentados: Más de un 30 % de las entidades carece de un 
proceso  definido  (instrucciones,  directrices  o  recomendaciones  internas  específicas  o 
documentos similares), lo que puede conducir a una gestión improvisada y con un riesgo 
claro de ofrecer respuestas inconsistentes antes casos similares.

• Carencia de revisión periódica: Más de la mitad de las entidades indica que no revisa sus 
procedimientos  relacionados  con  el  artículo  17  RGPD,  lo  que  conlleva  una  progresiva 
desactualización frente a los cambios normativos o tecnológicos.

• Insuficiencia en la formación: Cerca del 45 % de las entidades no forma específicamente en 
este ámbito a su personal, lo que pone en riesgo la correcta identificación y canalización de 
las solicitudes de ejercicio del derecho de supresión.

Recomendación: Documentar  formalmente  los  procedimientos  de  gestión  de  solicitudes, 
establecer  un  ciclo  de  revisión  periódica  (preferiblemente  anual)  y  desarrollar  un  plan  de 
formación específico y continuo adaptado a las necesidades concretas.

Análisis de resultados de la Acción europea coordinada para analizar la aplicación del derecho de supresión 11



Dificultades en la ejecución material y la supervisión del proceso

La eficacia de un procedimiento no solo reside en su diseño, sino también en su ejecución. El 
análisis ha identificado dos áreas que presentan dificultades para las entidades: la sistematicidad 
de la supervisión y la identificación de los datos personales a suprimir.

• La supervisión del proceso. Un porcentaje muy elevado de entidades declara supervisar 
sistemáticamente  el  proceso  de  tramitación  del  ejercicio  del  derecho.  Sin  embargo,  el 
análisis  cualitativo de las respuestas parece indicar que la supervisión puede tener un 
carácter más reactivo que sistemático, activándose ante incidencias en lugar de formar 
parte de un seguimiento proactivo y auditable.

Recomendación: Para  fortalecer  este  punto,  es  recomendable  implementar  mecanismos  de 
control que dejen una traza verificable, como los sistemas de gestión de expedientes o de ticketing, 
que permiten un seguimiento objetivo del estado de cada solicitud y de los plazos asociados.

• La identificación de los datos. En la fase inicial de identificación de los datos personales a 
suprimir, se observa una tendencia a adoptar un enfoque principalmente reactivo, en el 
que la entidad limita su búsqueda a los datos que el propio interesado ha señalado en su  
solicitud.  Lo  cierto  es  que  la  responsabilidad  de  realizar  una  búsqueda  completa  y 
exhaustiva  en  todos  los  sistemas  de  información  de  los  datos  personales  que  deben 
suprimirse recae en el responsable del tratamiento.

Recomendación: Se deben fomentar actitudes más proactivas, pudiendo ser un punto de partida 
adecuado el Registro de Actividades de Tratamiento (RAT) como instrumento para identificar todos 
los  repositorios  donde  puedan  existir  datos  del  interesado  y  garantizar  así  una  supresión 
completa.

2. Condiciones para el ejercicio del derecho de supresión y excepciones

La aplicación efectiva del derecho de supresión depende en gran medida del rigor con el que se 
evalúan las  condiciones  para  su  ejercicio  (art.  17.1)  y  las  excepciones  que  limitan  su  alcance 
(art.17.3). Las cuestiones que conforman este bloque analizan cómo aplican estos preceptos los 
responsables del tratamiento.

Los  resultados  muestran  un  alto  grado  de  conocimiento  generalizado  de  la  normativa.  Sin 
embargo, también ponen de manifiesto que la aplicación de las excepciones se concentra casi 
exclusivamente en una única causa —la obligación legal (art.17.3.b)—. Esta realidad se explica, en 
gran medida, porque los supuestos más complejos que prevé el Reglamento, como aquellos que 
exigen  una  ponderación  con  otros  derechos  fundamentales  o  intereses  legítimos,  apenas  se 
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presentan en la práctica. En consecuencia, la experiencia de las entidades se ha consolidado en la  
gestión  de  este  supuesto  mayoritario,  mientras  que  la  gestión  de  otros  escenarios  menos 
frecuentes permanece en un plano fundamentalmente teórico.

Nivel de cumplimiento y mejores prácticas

Del análisis del conjunto de respuestas proporcionadas en este bloque es posible identificar una 
serie  de mejores prácticas  que pueden configurar  un modelo de referencia  para una gestión 
garantista y eficaz.

La  buena  práctica  más  destacada  es  la  implementación  de  un  procedimiento  de  verificación 
formal  y  estructurado  para  evaluar  las  solicitudes.  Las  entidades  más  avanzadas  siguen  una 
secuencia lógica y auditable que incluye:

• La identificación del tratamiento y su finalidad original, a menudo consultando el Registro 
de Actividades de Tratamiento (RAT).

• La  consulta  sistemática  de  la  normativa  sectorial  específica  que  pueda  imponer  una 
obligación de conservación (p. ej., Ley General Tributaria, normativa de archivos).

• La aplicación explícita de la excepción correspondiente del artículo 17.3 del RGPD.
• La emisión de una resolución final motivada, en la que se informa al interesado de los 

fundamentos de la decisión y de su derecho a reclamar ante la autoridad de control.

Asimismo, en los supuestos de datos hechos públicos, destaca como práctica positiva además de 
la esperada supresión de los datos en los servidores propios e información a los motores de 
búsqueda más habituales, adicionalmente, la puesta a disposición de un canal de comunicación 
con el interesado para verificar la eficacia de las medidas adoptadas y colaborar en la localización 
de réplicas en otros sitios web.

Finalmente, ante solicitudes complejas que combinan el acceso y la supresión, la gestión integrada 
pero secuencial se revela como la práctica más garantista. Este método, que prioriza dar respuesta 
al acceso antes de proceder a la supresión, respeta la lógica de la petición del interesado y le 
facilita el ejercicio de sus derechos sin imponerle cargas burocráticas innecesarias, como la de 
iniciar dos procedimientos administrativos distintos.

Principales retos identificados

El análisis ha puesto de manifiesto una serie de desafíos transversales que requieren atención 
para fortalecer la aplicación del derecho de supresión en el sector público.
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Excesiva dependencia de la excepción por "obligación legal" y falta de políticas de conservación

El principal reto observado es la tendencia a la retención de datos por defecto, amparada en una 
interpretación extensiva de la excepción por "obligación legal" (art. 17.3.b). Si bien esta excepción 
es fundamental en el ámbito público, su aplicación se ve dificultada por la ausencia, en muchas 
entidades, de políticas de conservación de datos claras y documentadas.

Algunas de las  respuestas apuntan a una cierta cultura de la  "retención por precaución" que 
puede llevar a la conservación de datos más allá de lo estrictamente necesario.

Recomendación: Desarrollo e implementación de políticas de conservación de datos detalladas, 
que establezcan plazos concretos para cada categoría de información,  basados en un análisis 
riguroso de la normativa sectorial aplicable y respaldadas por las oportunas tablas de valoración 
que  sean  aprobadas  por  la  Comisión  Andaluza  de  Valoración  de  Documentos,  entre  cuyas 
funciones  se  encuentra  el  estudio  y  establecimiento  de  los  plazos  de  permanencia  de  los 
documentos en los diferentes archivos. Esto no solo facilitaría una gestión más coherente de las 
solicitudes  de  supresión,  sino  que  daría  cumplimiento  al  principio  de  limitación  del  plazo  de 
conservación (art. 5.1.e del RGPD).

Errores conceptuales en la aplicación de la obligación de notificación a terceros (art. 19 RGPD)

Posiblemente, el mayor desafío conceptual detectado es la interpretación errónea del artículo 19 
del RGPD. Este artículo obliga a los responsables a comunicar la supresión de datos personales a 
los destinatarios a los que se les hayan comunicado dichos datos. (Al igual que se indicó en el 
derecho al olvido del art. 17.2 RGPD, esta obligación no crea por sí misma un deber automático de 
supresión para los destinatarios que a su vez traten los datos con el  rol  de responsables de 
manera que éstos sólo deberán suprimir si concurre, respecto de ellos, algún motivo del artículo 
17.1). Muchas  de  las  respuestas  confunden  al  "destinatario"  de  la  notificación  (a  quien  se 
comunicó los datos personales) con el propio "interesado" que ejerce el derecho.

De confirmarse en la práctica esta confusión, se estaría incumpliendo de forma sistemática una 
obligación  explícita  y  de  especial  relevancia  para  la  eficacia  del  derecho  de  supresión.  Al  no 
notificar a los destinatarios, la supresión queda limitada a los sistemas del responsable original,  
pero los datos podrían persistir en los sistemas de otros responsables.

Recomendación: Revisar el concepto de destinatario y el alcance del artículo 19 RGPD, identificar 
correctamente  quiénes  son  los  "destinatarios"  en  los  distintos  tratamientos  y  establecer  un 
protocolo claro para comunicarles la supresión cuando corresponda. Igualmente, podría valorarse 
la inclusión de cláusulas específicas en los convenios y contratos de encargo de tratamiento para 
facilitar el cumplimiento de esta obligación.
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Desafíos ante la gestión de supuestos de ponderación complejos

El  análisis  revela que ciertos escenarios previstos en el  RGPD,  como aquellos que exigen una 
ponderación de derechos, no forman parte de la casuística habitual de las entidades. En concreto,  
la gestión de excepciones relativas a la libertad de expresión e información (art. 17.3.a) o a la  
prevalencia de "motivos legítimos" (art. 17.1.c) son muy poco frecuentes.

De  hecho,  la  totalidad  de  las  entidades  afirma  no  haber  denegado  nunca  una  supresión 
basándose  en  sus  "motivos  legítimos  imperiosos",  y  solo  se  ha  reportado  un  único  caso  de 
ponderación con el derecho a la información. Como consecuencia natural de esta baja incidencia, 
la experiencia práctica en la gestión de estos ejercicio de ponderación es limitada. Si bien esta 
situación refleja la realidad operativa actual, plantea un claro desafío a futuro: ante la eventualidad 
de que se presente un caso de estas características,  las entidades tendrían que abordarlo sin 
disponer de precedentes internos consolidados.

Recomendación: Para fortalecer la preparación ante estos escenarios,  se recomienda que las 
entidades,  con el  asesoramiento de sus DPD,  desarrollen criterios  orientativos internos sobre 
cómo abordar estos ejercicios de ponderación.

3. Comunicación con los interesados

Este bloque se centra en cómo las entidades informan, reciben y responden a las solicitudes de 
supresión.

Los resultados muestran un alto grado de cumplimiento en la habilitación de canales y  en la 
provisión  de  información  básica.  Sin  embargo,  se  observan  áreas  de  mejora  para  eliminar 
determinadas barreras administrativas y elevar la calidad de la comunicación, asegurando que el 
proceso no solo sea posible, sino también sencillo y claro para el interesado.

Nivel de cumplimiento y mejores prácticas

El análisis ha permitido identificar un conjunto de prácticas de comunicación que demuestran un 
firme compromiso con los principios de transparencia y una clara orientación a la ciudadanía por 
parte de las entidades encuestadas.

Deben destacarse los casos en los que se articula un sistema de información al  interesado y  
tramitación claro y estructurado en distintos niveles. Las entidades más diligentes no se limitan a 
un único punto de contacto, sino que ofrecen:

• Información clara y accesible sobre el derecho de supresión en un apartado específico de 
su página web institucional, empleando un lenguaje sencillo.
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• Un procedimiento específico y  guiado en su  Sede Electrónica,  a  menudo mediante  un 
formulario que facilita al interesado la aportación de toda la información necesaria.

• Enlaces  directos  desde  la  página  informativa  al  trámite  formal,  creando  un  itinerario 
intuitivo para el usuario.

Esta  aproximación  cumple  adecuadamente  con  la  obligación  de  facilitar  el  ejercicio  de  los 
derechos (art.12.2 RGPD), haciendo que el proceso sea accesible y comprensible.

En el ámbito de la transparencia, es una práctica positiva el esfuerzo de muchas entidades por  
informar detalladamente sobre los plazos de conservación. Aquellas que proporcionan en sus 
cláusulas informativas tanto el período de conservación específico como el criterio legal que lo 
justifica, ofrecen el máximo nivel de claridad, permitiendo al interesado comprender el ciclo de 
vida completo de sus datos personales.

Finalmente, en la gestión de la solicitud, destaca como buena práctica el envío sistemático de un 
acuse de recibo que, además de confirmar la recepción, informa proactivamente al interesado 
sobre  el  plazo  máximo  legal  para  recibir  una  respuesta.  Esta  sencilla  acción  gestiona  las 
expectativas, genera confianza y reduce la incertidumbre del ciudadano.

Principales retos identificados

Las siguientes dificultades o desafíos pueden obstaculizar el ejercicio del derecho por parte de los 
interesados.

Insuficiente transparencia sobre la conservación de datos

Posiblemente,  el  reto  más  importante  en  materia  de  transparencia  sea  la  omisión  de  la 
información  relativa  a  los  plazos  de  conservación.  Aproximadamente  una  de  cada  cuatro 
entidades admite no incluir esta información en sus cláusulas informativas. Esta omisión priva al 
interesado de un dato esencial para comprender el tratamiento de su información.

Recomendación: Revisar y actualizar sus políticas de privacidad y cláusulas informativas para 
asegurar  que siempre se  incluya  el  plazo de conservación de los  datos  o,  en  su  defecto,  los 
criterios utilizados para determinarlo, tal y como exige la normativa.

Barreras de acceso a la información y a los canales de tramitación

Aunque la mayoría de las entidades ofrece información, se han detectado casos en los que esta 
resulta  de  difícil  acceso,  tales  como  incluir  las  instrucciones  para  ejercer  los  derechos  en 
documentos  legales  densos,  como  el  "Aviso  Legal",  o  en  el  "Inventario  de  Actividades  de 
Tratamiento. Esta práctica, si bien no niega la información, no cumpliría con el requisito de "fácil  
acceso" del RGPD.
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Asimismo, la dependencia exclusiva de canales de comunicación de propósito general (como un 
buzón de correo electrónico genérico)  sin  habilitar  un canal  específico para las  solicitudes de 
protección de datos, aumenta el riesgo de que estas no se identifiquen a tiempo y se produzcan  
retrasos en su tramitación.

Recomendación: Situar la información sobre el ejercicio de derechos en un lugar prominente y de 
fácil  localización en la  web institucional.  Habilitar  un formulario  o  canal  específico para estas 
solicitudes, indicando que es la vía preferente para garantizar una tramitación más ágil y eficiente.

Falta de garantías en la comunicación de la resolución

La fase final del proceso, la comunicación de la resolución, presenta también un área de mejora.  
Se observa como práctica extendida el empleo del correo electrónico estándar como medio de 
respuesta lo que plantea dudas en términos de seguridad jurídica y técnica. Un correo electrónico 
ordinario  no  ofrece  garantías  fehacientes  de  entrega  ni  de  recepción,  lo  que  puede  generar 
conflictos sobre el cumplimiento de los plazos ni tampoco sobre su confidencialidad.

Recomendación: Utilizar canales como los sistemas de notificación de la Sede Electrónica que 
ofrezcan  mayores  garantías,  tales  como  trazabilidad  y  seguridad  jurídica  necesarias  para  la 
resolución de una solicitud de ejercicio de derechos, en caso de que el interesado haya optado por 
comunicaciones electrónicas.

4. Aspectos técnicos: la materialización de la supresión

La ejecución técnica es la fase decisiva en la que culmina la efectividad del derecho de supresión. 
La robustez de un marco de gobernanza y la claridad de los procedimientos se materializan en 
este último paso, que debe asegurar un borrado de la información de forma segura, completa e  
irreversible. Aquí se analizan las medidas técnicas y organizativas que las entidades aplican para 
este fin.

Los resultados muestran un panorama heterogéneo. Se identifican, por un lado, prácticas de alta 
madurez técnica. Por otro, se constata la existencia de desafíos notables y posibilidades de mejora 
respecto al cumplimiento normativo en las prácticas cotidianas para una parte importante de las 
entidades.

Nivel de cumplimiento y mejores prácticas

La buena práctica más destacada en el ámbito técnico es la implementación de una política de 
borrado seguro, de carácter integral y adaptada al tipo de soporte. Esta aproximación va más allá 
de un simple borrado lógico y contempla un conjunto de procedimientos específicos según la 
naturaleza y la ubicación de la información. 
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Así, para los datos almacenados en los entornos de producción (principalmente bases de datos) 
debe asegurarse que los registros no sean recuperables.  Para otros tipos de soportes (papel, 
discos duros,  memorias usb,  etc.)  debe recurrirse a la  destrucción física certificada y para las 
copias de seguridad debe disponerse de un protocolo definido que, si bien no permita un borrado 
inmediato,  asegure  que  los  datos  suprimidos  no  puedan  ser  restaurados  en  el  entorno  de 
producción y se eliminen de forma definitiva al finalizar el ciclo de vida de la copia.

Principales retos identificados

El  análisis  revela  desafíos  técnicos y  de gobernanza de calado que deben ser  abordado para 
asegurar la efectividad de la supresión de los datos personales. Los principales retos identificados 
no son tanto de ejecución como de gobernanza del dato en todo su ciclo de vida, manifestándose 
principalmente  en  tres  áreas:  una  posible  falta  de  alineación  con  los  marcos  de  seguridad 
formales, el carácter incompleto de la supresión y la aplicación de técnicas de minimización de 
forma conceptualmente imprecisa.

Desafíos en la gobernanza técnica y la colaboración interna

El  principal  desafío  observado  es  la  falta  de  referencias  explícitas  al  Esquema  Nacional  de 
Seguridad (ENS) como marco normativo aplicable a la supresión de datos. Más del 90 % de las 
entidades afirman no seguir una norma técnica específica lo que podría sugerir que las prácticas  
de  borrado,  aun cuando se  realicen de forma segura,  no siempre se  enmarcan formalmente 
dentro de este marco legal de obligado cumplimiento para el sector público.

Otra explicación alternativa a las respuestas analizadas en este ámbito tan técnico, pudiera ser  
que, en ocasiones, el DPD no disponga de un conocimiento detallado de los métodos técnicos de 
borrado  empleados  por  la  entidad,  en  concreto  por  los  departamentos  de  informática.  Esta 
desconexión puede dificultar el  pleno ejercicio de su función de supervisión,  ya que limita su 
capacidad para verificar de forma independiente si la supresión se realiza de manera efectiva e 
irreversible.

Recomendación: Para abordar estos desafíos, es recomendable fortalecer la gobernanza técnica, 
integrando formalmente los procedimientos de supresión de datos dentro del marco del Esquema 
Nacional  de Seguridad.  Igualmente,  fomentar una colaboración más estrecha y  procedimental 
entre los DPD y los departamentos de informática, de modo que exista una validación conjunta 
que asegure que las medidas técnicas aplicadas son conformes con las exigencias legales.
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Carácter incompleto de la supresión técnica

El reto técnico más extendido es la persistencia de los datos en las copias de seguridad. Un 37 % 
de las entidades reconoce que su proceso de borrado no se extiende a los  backups. Los datos, 
aunque eliminados de los sistemas de producción, siguen existiendo y estando bajo el control de 
la entidad, con el riesgo de ser restaurados accidentalmente.

Recomendación: Desarrollar e implementar políticas claras sobre el ciclo de vida de los datos en 
las copias de seguridad. Estas políticas deben garantizar que los datos suprimidos no puedan ser  
restaurados y que se eliminen de forma definitiva una vez que el soporte de la copia finalice su 
periodo de retención.

Confusión conceptual entre anonimización y seudonimización como técnicas de minimización

Finalmente,  cabe  destacar  un  error  conceptual  en  determinadas  entidades  que  utilizan  la 
anonimización  como  alternativa  a  la  eliminación  de  los  datos.  Varias  describen  como 
"anonimización" técnicas que en realidad son de seudonimización (p. ej., sustituir un dato por un 
código o enmascarar un DNI).

Los datos seudonimizados siguen siendo considerados datos personales por el RGPD. Actuar bajo 
la premisa de que han sido anonimizados (y por tanto, suprimidos a efectos de la norma) es un  
error que implica que la entidad sigue tratando datos personales creyendo que no lo hace.

Recomendación: Llevar  a  cabo  una  labor  de  formación  y  análisis  para  distinguir  ambos 
conceptos. Las entidades deben asegurarse de que, si utilizan la anonimización como método de 
supresión, las técnicas aplicadas garantizan de forma robusta e irreversible la imposibilidad de 
reidentificar a la persona, recurriendo a herramientas especializadas cuando sea necesario.

5. El propio análisis de los DPD

El  último bloque de cuestiones pretendía conocer en opinión de las entidades cuáles son los 
principales retos y necesidades en la gestión de solicitudes del ejercicio del derecho de supresión. 
Dado que el  cuestionario fue enviado a los  DPD de las  entidades,  el  análisis  de la  respuesta 
muestra un profundo conocimiento de la materia y una coincidencia generalizada con los retos y 
desafíos ya recogidos en el presente informe. 

En  concreto,  se  preguntaba  por  los  retos  jurídicos,  técnicos  y  organizativos,  así  como  por 
necesidades concretas. 
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Retos jurídicos 

Las respuestas sitúan el principal desafío en la ponderación: decidir, caso a caso, cuándo suprimir 
y  cuándo  limitar si  concurren  excepciones  del  17.3 —transparencia/publicidad,  libertad  de 
expresión e información, o datos necesarios en procedimientos en curso—.

La casuística real es baja y, sin precedentes internos consolidados, afloran dudas sobre el alcance 
temporal de la conservación y el estándar de necesidad y proporcionalidad que debe motivar la 
denegación o el retraso de la supresión. También se menciona la  verificación de identidad: con 
sede  electrónica  y  sistemas  como eIDAS/Cl@ve/DNIe  el  flujo  es  claro,  pero  el  uso  del  correo 
electrónico introduce  complejidad  para  facilitar  el  derecho  (art.  12)  y  a  la  vez  asegurar  la 
legitimidad del solicitante sin comprometer plazos. 

Retos técnicos 

El obstáculo recurrente manifestado es  localizar y sincronizar el borrado en  entornos dispersos 
(múltiples aplicaciones, webs, facultades/servicios) y evitar persistencias en copias o réplicas. 
Varias entidades declaran  falta de herramientas específicas que orquesten la supresión efectiva 
(no  solo  el  expediente),  propaguen  órdenes  a  encargados y  generen  evidencias verificables. 
Igualmente  preocupa  que  sin  un  método  de  borrado  sistemático  que  incluya  a  backups  y 
procesado  en  la  nube  y  proporcione  evidencias  de  ejecución,  la  conformidad  queda  débil  y 
expuesta a reapariciones de los datos personales inesperadas.

Retos organizativos 

Se ha mencionado en diversas ocasiones la ausencia de procedimiento específico para el art. 17: 
sin  flujos  estandarizados,  los  equipos  improvisan,  se  resienten  los  plazos y  aumenta  la 
heterogeneidad en las respuestas. A ello se suman una formación insuficiente y una organización 
a  veces  reticente  con  la  protección  de  datos,  que  ralentiza  o  provoca  decisiones  “excesivas”: 
conservaciones por defecto o supresiones sin evaluar excepciones. 

La coordinación entre DPD, servicio de informática, gestores de expedientes y archivo se percibe 
frágil; cuando además faltan recursos (tiempo y personal) la gestión del derecho se vuelve reactiva 
y difícil de auditar.  

Para  finalizar,  cabe  destacar  un  aspecto  muy relevante  y  de  especial  interés  relacionado con 
entidades  que  cuentan  con  centros  dispersos.  En  estas surge  el  riesgo  de  tratamientos  “no 
autorizados” y desconocidos por el responsable. Este fenómeno introduce opacidad: la solicitud 
de supresión difícilmente puede alcanzar datos “satélite” creados para cubrir necesidades locales. 
El reto principal aquí es de  gobernanza y control interno: identificar y consolidar las fuentes de 
datos legítimas, deshabilitar los “entornos sombra” y establecer  mecanismos de detección que 
reduzcan la probabilidad de que subsistan datos fuera del perímetro oficial tras una supresión.
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Principales necesidades de las entidades 

La demanda más repetida entre los DPD que han respondido a la encuesta se concentra en la  
necesidad de un apoyo más práctico para la gestión del derecho de supresión. Se requiere de una  
mayor orientación jurídica y procedimental. Los DPD solicitan guías claras, modelos de resolución 
y, de manera destacada manuales de buenas prácticas y ejemplos de casos de uso reales que 
estén  específicamente  adaptados  al  sector  público.  Esta  necesidad  pone  de  manifiesto  la 
diferencia entre el conocimiento teórico de la norma y la incertidumbre que genera su aplicación a  
supuestos concretos, especialmente ante la falta de experiencia práctica en los escenarios más 
complejos. 

Esta necesidad se complementa con otras dos de carácter más estructural: las soluciones técnicas 
y  el  respaldo  institucional.  En  el  plano  técnico,  existe  una  clara demanda  de  herramientas 
informáticas  que faciliten  no solo  la  gestión y  trazabilidad de las  solicitudes,  sino también la 
compleja  tarea  de  localizar  los  datos  en  sistemas  de  información  a  menudo  fragmentados. 
Finalmente,  se  demanda  que  este  soporte  instrumental  esté  respaldado  por  un  apoyo 
organizativo y de recursos. Se pone de manifiesto la necesidad de más personal o soporte técnico 
y, de un mayor impulso por parte de las autoridades de control para concienciar a la dirección de 
las entidades sobre la importancia estratégica de la protección de datos, asegurando así que el 
cumplimiento sea una responsabilidad compartida por toda la entidad.

E) Conclusiones

La valoración general del análisis de las respuestas al cuestionario es la de un sistema en fase de 
consolidación, que ha asimilado los aspectos procedimentales básicos y cumple con las solicitudes 
cuando se presentan  aunque con bajo uso en términos de ejercicio del derecho. No obstante, se 
enfrenta a retos significativos para alcanzar una madurez plena en su aplicación práctica, jurídica y 
técnica.

La primera conclusión es que se han sentado unas bases operativas adecuadas. Se observa un 
buen nivel  de cumplimiento en la habilitación de canales de comunicación,  en la información 
básica proporcionada y en la tramitación de los supuestos más habituales. Sin embargo, para 
consolidar  este  punto  de  partida,  es  necesario  reforzar  la  transparencia  de  forma  proactiva, 
incluyendo  sistemáticamente  los  plazos  de  conservación  en  las  cláusulas  informativas  y 
asegurando que las instrucciones para el ejercicio de los derechos se sitúen en espacios de fácil 
acceso. Asimismo, la gestión de las solicitudes ganaría en seguridad jurídica si se generaliza el 
envío  de  acuses  de  recibo  que  informen del  plazo  legal  y  se  prioriza  el  uso  de  canales  con 
trazabilidad, como la Sede Electrónica.
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La segunda conclusión apunta a la necesidad de una mayor precisión jurídica en la aplicación de la  
norma. El ejercicio de las excepciones, por ejemplo, no debe basarse en la aplicación automática 
de  la  "obligación legal",  sino que ha de apoyarse  en políticas  de conservación de datos  bien 
definidas y en un análisis ponderado de cada caso. De igual modo, debe prestarse atención a la 
confusión conceptual sobre el artículo 19 RGPD, comprendiendo que la obligación de notificación 
se  dirige  a  los  terceros  destinatarios  de  los  datos  y  no  al  interesado.  Para  los  datos  hechos 
públicos, la práctica debe combinar la supresión en origen con la solicitud de desindexación y una 
información eficaz a aquellos responsables que puedan estar tratando tales datos.

La tercera y más importante conclusión atañe al rigor en la ejecución técnica, que es donde se 
materializa en última instancia el derecho. Es necesario integrar los procedimientos de supresión 
en el marco del Esquema Nacional de Seguridad (ENS). A nivel operativo, debe asegurarse que el  
borrado  se  extienda  a  las  copias  de  seguridad,  estableciendo  políticas  de  ciclo  de  vida  que 
impidan  restauraciones  y  aseguren  la  eliminación  definitiva.  Se  debe,  además,  distinguir 
nítidamente  entre  la  anonimización  —que  exige  irreversibilidad—  y  la  seudonimización,  que 
mantiene el carácter de dato personal. Para lograrlo, es necesario reforzar la coordinación entre el  
DPD,  las  áreas  de  informática  y  los  responsables  de  archivo,  y  desplegar  herramientas  que 
orquesten el proceso y dejen una evidencia verificable de la supresión.
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